
1 
 

Señor 
JUEZ CONSTITUCIONAL DE BOGOTÁ D.C. 
REPARTO  
 

Asunto: Acción de Tutela por violación al derecho fundamental al debido 
proceso, trabajo, igualdad y acceso a cargos públicos en concurso de 
méritos. 
 

Accionante: GINA CAROLINA TELLEZ GARAVITO 
Accionada: COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL (CNSC) 
   
 
Yo, GINA CAROLINA TELLEZ GARAVITO con cedula de ciudadanía 52758455 
obrando a causa propia respetuosamente acudo ante su despacho con el fin de 
incoar Acción de Tutela por violación al derecho fundamental al debido proceso, 
trabajo, igualdad y acceso a cargos públicos en concursos de mérito, contra 
la COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL (CNSC), por los hechos que se 
mencionan a continuación.   
 

I. HECHOS 
 

1. El pasado miércoles, 29 mar 2023 11:42:56, realice la inscripción a la 
convocatoria “PROCESO DE SELECCIÓN DIAN 2022 - MODALIDAD 
INGRESO Y ASCENSO de 2022” ofertada por la COMISION NACIONAL 
DEL SERVICIO CIVIL (CNSC), dentro del cargo ofertado en la OPEC 198369 
, Gestor I código de empleo 301 , grado 1 con el objeto de presentar Acción 
de tutela contra la Comisión Nacional del Servicio Civil, en adelante CNSC, 
la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales en adelante DIAN, y la 
Universidad Área Andina como ejecutora de las FASE II de la convocatoria, 
en los siguientes términos: De acuerdo con el artículo 1 del Acuerdo No. 
CNT2022AC000008 del 29 diciembre de 2022, expedido por la Comisión 
Nacional de Servicios Civil, - CNCS -, se ordenó convocar a proceso de 
selección para proveer vacantes definitivas al sistema de carrera especifica 
administrativa de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales – DIAN -
, mediante proceso de selección DIAN 2022. 

 
2. Soy participante dentro del PROCESO DE SELECCIÓN DIAN 2022 

MODALIDAD DE INGRESO, para el cargo ofertado en la OPEC 198369, 
Gestor I código de empleo 301, grado 1. Dentro de este proceso presenté el 
examen de competencias básicas, funcionales y pruebas de integridad y 
revisión de hoja de vida, obteniendo un resultado superior a 80, y que el 
ajuste de este dejo con demasiada diferencia, el puntaje actual; quedando 
así los siguientes resultados: Sumatoria de puntajes obtenidos – OPEC 
198369 
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3. Fui excluida de la FASE II del concurso, según los argumentos de la CNSC, 
por no encontrarme dentro de los tres primeros puntajes para ser llamado a 
dicho curso. Lo anterior, a pesar de que la condición establecida en el inciso 
segundo del artículo 20 del Acuerdo No. CNT2022AC000008 del 29 
diciembre de 2022, expedido por la CNCS, estableció que en aplicación del 
artículo 29, numeral 29.2, del Decreto Ley 71 de 2020, se llamara a Curso de 
Formación correspondientes a la Fase II del proceso de selección DIAN 
2022, a partir del siguiente criterio: “En los términos de la norma precitada, 
para cada una de las vacantes ofertadas de los empleos antes referidos, se 
llamarán al respectivo Curso de Formación a los concursantes que, habiendo 
aprobado la Fase I, ocupen los tres (3) primeros puestos por vacante, incluso 
en condiciones de empate en estas posiciones, según la relación que 
previamente haga de ellos la CNSC mediante acto administrativo, contra el 
cual no procederá ningún recurso”. 
 
Al ser una OPEC donde se ofertan 123 vacantes, se deben citar a los 
aspirantes que se encuentren en las primeras 369 posiciones (este número 
lo obtenemos del resultado que nos entrega la operación matemática de 123 
multiplicado por 3), en caso de que tengamos con empates incluidos a 5001 
aspirantes en las primeras 369 posiciones, se procedería a convocar a los 
500 aspirantes al curso de formación a desarrollar en el presente Proceso de 
Selección DIAN 2022.” 

 
4. A partir de la interpretación anterior, para el empleo dentro cual estoy 

participando, el día 25 de enero del 2024 fueron llamados a Fase II del curso 
de formación a 1186 aspirantes. Esto por cuanto la oferta es de 394 empleos 
(1182 es el resultado de 394 por 3). No obstante, la publicación hecha en la 
página SIMO (plataforma de administración de y publicación de resultados 
del concurso de méritos DIAN 2022) no me permite consultar la posición mía 
ni de los demás aspirantes, inclusive en condiciones de empate. Únicamente 
se evidencia el número de puntajes que según la CNSC lograron quedar 
dentro del “grupo” llamado a Fase II del concurso. 
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II. COMPETENCIA. 
 

En los términos del numeral primero del artículo 11, y 12 del Decreto 333 de 2.021, 
este despacho es competente para avocar conocimiento como juez municipal sobre 
esta acción de tutela puesto que al dirigirse en contra de una entidad de orden 
nacional.  

 
III.  DERECHOS FUNDAMENTALES VULNERADOS. 

 
Con la narrativa de los hechos que reseño, que motivan la solicitud de amparo, 
considero que se ha vulnerado el derecho fundamental a la salud y a la vida en 
condiciones de dignidad.  
 

IV. FUNDAMENTOS DE LA ACCIÓN 
 
 
Procedencia de la acción de tutela para controvertir decisiones adoptadas en el 
marco de un Concurso Público. CONSEJO DE ESTADO, C.P: Luis Rafael Vergara 
Quintero, 24 de febrero de 2014, radicado 08001233300020130035001 
 
 “El artículo 86 de la Constitución Política de 1991, establece la posibilidad del 
ejercicio de la acción de tutela para reclamar ante los jueces, mediante un 
procedimiento preferente y sumario, la protección inmediata de los derechos 
fundamentales en los casos en que estos resultaren vulnerados o amenazados por 
la acción o la omisión de cualquier autoridad pública siempre y cuando el afectado, 
conforme lo establece el artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, no disponga de otro 
medio de defensa judicial, a menos que la referida acción se utilice como 
mecanismo transitorio en aras de evitar un perjuicio irremediable. En materia de 
concursos públicos, si bien en principio podría sostenerse que los afectados por una 



4 
 

presunta vulneración de sus derechos fundamentales pueden controvertir las 
decisiones tomadas por la administración - las cuales están contenidas en actos 
administrativos de carácter general o de carácter particular -, mediante las acciones 
señaladas en el Código Contencioso Administrativo, se ha estimado que estas vías 
judiciales no son siempre idóneas y eficaces para restaurar los derechos 
fundamentales conculcados.”  
 
CORTE CONSTITUCIONAL, M.P: Eduardo Montealegre Lynett, Sentencia SU-
613/02, determinó que la acción de tutela es procedente, cuando la persona que 
pretende acceder al cargo para el cual participó en un concurso de méritos, se ve 
expuesta al riesgo de que el registro o la lista de elegibles pierda vigencia y, como 
consecuencia de ello, no pueda garantizarse la protección de su derecho por las 
vías judiciales existentes, lo que generaría un perjuicio irremediable. En dicha 
ocasión indicó: 
 
 “(…) existe una clara línea jurisprudencial según la cual la acción de tutela es el 
mecanismo idóneo para controvertir la negativa a proveer cargos de carrera en la 
administración judicial de conformidad con los resultados de los concursos de 
méritos, pues con ello se garantizan no sólo los derechos a la igualdad, al debido 
proceso y al trabajo, sino también el acceso a los cargos públicos, y se asegura la 
correcta aplicación del artículo 125 de la Constitución. Por lo mismo, al no existir 
motivos fundados para variar esa línea, la Sala considera que debe mantener su 
posición y proceder al análisis material del caso. Obrar en sentido contrario podría 
significar la violación a la igualdad del actor, quien a pesar de haber actuado de 
buena fe y según la jurisprudencia constitucional, ante un cambio repentino de ella 
se vería incluso imposibilitado para acudir a los mecanismos ordinarios en defensa 
de sus derechos.”  
 
CORTE CONSTITUCIONAL, M.P: Luis Ernesto Vargas Silva, Sentencia T-090/13, 
precisó que existen dos subreglas en que procede excepcionalmente la tutela contra 
actos administrativos que regulan o ejecutan un proceso de concurso de méritos: 
 
 “(i) cuando el accionante la ejerce como mecanismo transitorio para evitar un 
perjuicio irremediable, el cual debe cumplir con los requisitos de ser inminente, de 
requerir medidas urgentes, de ser grave y de ser impostergable; y, (ii) cuando el 
medio de defensa existe, pero en la práctica es ineficaz para amparar el derecho 
fundamental cuya protección se invoca y que en caso de no ser garantizado, se 
traduce en un claro perjuicio para el actor.”  
 
CORTE CONSTITUCIONAL, M.P: Mauricio González Cuervo, Sentencia SU 
553/15, aclaró que: 
 
 “(…) la jurisprudencia constitucional ha determinado que existen casos 
excepcionales en los que no opera la regla general de improcedencia de la acción 
de tutela contra este tipo de actos administrativos. El primer supuesto, es cuando el 
medio de defensa existe, pero en la práctica es ineficaz para amparar el derecho 
fundamental cuya protección se invoca y que en caso de no ser garantizado, se 
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traduce en un claro perjuicio para el actor; y el segundo, cuando el accionante ejerce 
la acción de tutela como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, 
el cual debe cumplir con los requisitos de ser inminente, de requerir medidas 
urgentes, de ser grave y de ser impostergable. De ahí que, en ciertos casos, cuando 
la acción de tutela se interpone contra actos administrativos relacionados con 
concursos de méritos, el perjuicio irremediable que se pretendería evitar son las 
consecuencias negativas que se derivan de la pérdida de vigencia de la lista de 
elegibles, las cuales no se podrían impedir si exige al tutelante el previo agotamiento 
de los medios de control dispuestos en la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo para reclamar la protección de su derecho, por la extensa duración 
de su trámite. En esa línea de argumentación, la jurisprudencia constitucional ha 
señalado que “los registros de elegibles tienen vocación temporal y exigir en todo 
caso la actuación ante la vía judicial contenciosa puede acarrear demoras que 
harían nugatorio el derecho afectado ante la inminente pérdida de vigencia del 
registro de elegibles antes de que se pudiera adoptar una decisión en tal 
jurisdicción.” Debido Proceso. Esta institución importantísima dentro del derecho 
moderno contiene las garantías necesarias para el derecho procesal. Se trata de un 
derecho fundamental reconocido en el derecho colombiano y en la mayoría de las 
constituciones modernas. 
 
 El artículo 29 de la Constitución Política enuncia la institución del debido proceso, 
así: “El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y 
administrativas. Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto 
que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud 
de las formas propias de cada juicio. En materia penal, la ley permisiva o favorable, 
aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. 
Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente 
culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un 
abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un 
debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a 
controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, 
y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho. Es nula, de pleno derecho, la 
prueba obtenida con violación del debido proceso.”  
 
De esta forma, el debido proceso es el pilar fundamental del Derecho Procesal y se 
expresa en la exigencia de unos procedimientos en los que debe respetarse un 
marco normativo mínimo en pro de la búsqueda de justicia social. En ese sentido, 
es importante que se respete el procedimiento requerido para la aplicación del acto 
administrativo, permitiendo un equilibrio en las relaciones que se establecen entre 
la administración y los particulares, en aras de garantizar decisiones de conformidad 
con el ordenamiento jurídico por parte de la administración.  
 
CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-078/98:  
 
"El debido proceso constituye un derecho fundamental de obligatorio cumplimiento 
para las actuaciones tanto judiciales como administrativas, para la defensa de los 
derechos de los ciudadanos, razón por la cual deben ser respetadas las formas 
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propias del respectivo proceso. Lo anterior garantiza la transparencia de las 
actuaciones de las autoridades públicas y el agotamiento de las etapas previamente 
determinadas por el ordenamiento jurídico. Por ello los ciudadanos sin distinción 
alguna, deben gozar del máximo de garantías jurídicas en relación con las 
actuaciones administrativas y judiciales encaminadas a la observancia del debido 
proceso." Igualdad. En diversas sentencias la Corte Constitucional ha determinado 
que la igualdad es un concepto multidimensional, puesto que es reconocido como 
un principio, un derecho fundamental y una garantía. De esta manera, la igualdad 
puede entenderse a partir de tres dimensiones: i) formal, lo que implica que la 
legalidad debe ser aplicada en condiciones de igualdad a todos los sujetos contra 
quienes se dirige; y, ii) material, en el sentido de garantizar la paridad de 
oportunidades entre los individuos; y, iii) la prohibición de discriminación que implica 
que el Estado y los particulares no puedan aplicar un trato diferente a partir de 
criterios sospechosos construidos con fundamento en razones de sexo, raza, origen 
étnico, identidad de género, religión y opinión política, entre otras. Principio de 
legalidad administrativa. 
 
 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-710/01:  
 
“El principio constitucional de la legalidad tiene una doble condición, de un lado es 
el principio rector del ejercicio del poder y, del otro, es el principio rector del derecho 
sancionador. Como principio rector del ejercicio del poder se entiende que no existe 
facultad, función o acto que puedan desarrollar los servidores públicos que no esté 
prescrito, definido o establecido en forma expresa, clara y precisa en la ley. Este 
principio exige que todos los funcionarios del Estado actúen siempre sujetándose al 
ordenamiento jurídico que establece la Constitución y que desarrollan las demás 
reglas jurídicas.”  
 
CONSEJO DE ESTADO, Sentencia 00128 de 2016:  
 
“Uno de los elementos definitorios del Estado moderno es la sujeción de sus 
autoridades al principio de legalidad. La idea de que el ejercicio del poder no puede 
corresponder a la voluntad particular de una persona, sino que debe obedecer al 
cumplimiento de normas previamente dictadas por los órganos de representación 
popular, es un componente axiológico de la Constitución Política de 1991, en la cual 
se define expresamente a Colombia como un Estado social de derecho (artículo 1) 
basado en el respeto de las libertades públicas y la defensa del interés general 
(artículo 2). Esta declaración de principios a favor del respeto por la legalidad se 
refleja directamente en varias otras disposiciones constitucionales según las cuales 
(i) los servidores públicos son responsables por infringir la Constitución y las leyes 
y por omisión o extralimitación de funciones (artículo 6); (ii) ninguna autoridad del 
Estado podrá ejercer funciones distintas de las que le atribuye la Constitución y la 
ley (artículo 121); y (iii) no habrá empleo público que no tenga funciones detalladas 
en la ley o el reglamento. (…) De este modo, el principio constitucional de legalidad 
exige que la actuación de las diferentes autoridades públicas tenga una cobertura 
normativa suficiente o, lo que es lo mismo, esté basada en una norma habilitante de 
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competencia, que confiera el poder suficiente para adoptar una determinada 
decisión.” Exceso ritual manifiesto.  
 
CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-024/2017: 
 
 “La Corte Constitucional ha definido el defecto procedimental por exceso ritual 
manifiesto como aquel que se presenta cuando un funcionario utiliza o concibe los 
procedimientos como un obstáculo para la eficacia del derecho sustancial y por esta 
vía, sus actuaciones devienen en una denegación de justicia”. Prevalencia del 
derecho sustancial frente a lo formal. El artículo 228 de la Constitución Política 
consagra el principio de prevalencia del derecho sustancial sobre el formal, que 
propende porque las normas procesales sean el medio que permita concretar o 
efectivizar los derechos sustanciales de los ciudadanos. Principio de transparencia 
en el concurso de méritos. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-878/08: "[...] 
el principio de transparencia de la actividad administrativa se empaña si en contravía 
de las legítimas expectativas del aspirante, su posición en el concurso se modifica 
durante su desarrollo; el principio de publicidad (art. 209 C.P.) se afecta si las reglas 
y condiciones pactadas del concurso se modifican sin el consentimiento de quien 
desde el comienzo se sujetó a ellas; los principios de moralidad e imparcialidad de 
la función administrativa se desvanecen por la inevitable sospecha de que un 
cambio sobreviniente en las reglas de juego no podría estar motivado más que en 
el interés de favorecer a uno de los concursantes; el principio de confianza legítima 
es violentado si el aspirante no puede descansar en la convicción de que la 
autoridad se acogerá a las reglas que ella misma se comprometió a respetar; se 
vulnera el principio de la buena fe (art. 83 C.P.) si la autoridad irrespeta el pacto que 
suscribió con el particular al diseñar las condiciones en que habría de calificarlo; el 
orden justo, fin constitutivo del Estado (art. 22 C.P.), se vulnera si la autoridad 
desconoce el código de comportamiento implícito en las condiciones de 
participación del concurso, y, en fin, distintos principios de raigambre constitucional 
como la igualdad, la dignidad humana, el trabajo, etc., se ven comprometidos 
cuando la autoridad competente transforma las condiciones y requisitos de 
participación y calificación de un concurso de estas características. Adicionalmente, 
el derecho que todo ciudadano tiene al acceso a cargos públicos, consagrado en el 
artículo 40 constitucional, se ve vulnerado si durante el trámite de un concurso 
abierto, en el que debe operar el principio de transparencia, se modifican las 
condiciones de acceso y evaluación..." Acreditación del requisito de Educación 
Formal.  
 
La CORTE CONSTITUCIONAL en Sentencia T-958 de 2009 conoció de un caso 
análogo al de la presente acción de tutela que interpongo, donde a una aspirante a 
un concurso de méritos la inadmitieron en la etapa de verificación de requisitos 
mínimos por no acreditar un título de posgrado a través de un diploma sino a través 
de un certificado de terminación y aprobación del pénsum académico. En dicha 
oportunidad, la Corte amparo el derecho de la accionante al considerar que: “(i) la 
acreditación del requisito de educación formal podía darse mediante certificación 
expedida por autoridad competente en la que constara la obtención del título o del 
curso aprobado, debido a que los mismos términos de la convocatoria establecían 
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claramente que la certificación era uno de los medios para demostrar la formación 
avanzada y (ii) que incluso en la convocatoria se previeron unos requisitos formales 
especiales para acreditar la validez de dicho certificado. Así, como lo señaló el juez 
de primera instancia, no es recibo el argumento expresado por los entes accionados 
que señalan que únicamente podía acreditarse la formación avanzada mediante 
presentación de diploma, debido a que dicho argumento no se ajusta a los términos 
publicados ni a las condiciones preestablecidas que estas mismas entidades 
previeron.” En conclusión, la COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL ha 
vulnerado los derechos fundamentales que me asisten como aspirante al 
PROCESO DE SELECCIÓN DE ENTIDADES DEL ORDEN NACIONAL 2022, EN 
LAS MODALIDADES DE ASCENSO Y ABIERTO, PARA PROVEER LOS 
EMPLEOS EN VACANCIA DEFINITIVA PERTENECIENTES AL SISTEMA 
GENERAL DE CARRERA ADMINISTRATIVA DE SUS PLANTAS DE PERSONAL, 
por tanto, solicito que se ordene que se me califique como admitido en la etapa de 
verificación de requisitos mínimos del cargo aspirado. 
 

 
V. PRETENSIONES 

 

1. Se ordene respetar el cumplimiento de los requisitos mínimos de estudios por el empleo a 
proveer.  

2. Se ordene tener en cuenta los puntajes obtenidos en la prueba escrita.  

3. Se ordene proteger y mantener los derechos adquiridos al ser superada la prueba escrita. 

4.  Se ordene garantizar la continuidad a la segunda fase del concurso.  

5.  Me sea protegido el derecho fundamental al debido proceso y por conexidad con el 
derecho fundamental al trabajo. 

6. Se Ordene suspender de manera inmediata los efectos del oficio No. 2023RS168407 del 29 
de diciembre de 2023 proferido por la Comisionada Nacional de Servicio Civil, CNSC, SIXTA 
DILIA ZUÑIGA LINDAO, que cambió radicalmente la interpretación realizada por esa misma 
entidad mediante oficios No 2023RS141682 y No 2023RS160605 del 24 de octubre y 12 de 
diciembre de 2023 respectivamente, y contraviene la correcta aplicación del artículo 29 del 
Decreto Ley 71 de 2020 y el mismo inciso segundo del artículo 20 del Acuerdo No. 
CNT2022AC000008 del 29 de diciembre de 2022. 

7.  Se Ordene dar aplicación a los conceptos emitidos mediante oficios No 2023RS141682 y No 
2023RS160605 del 24 de octubre y 12 de diciembre de 2023 respectivamente por la 
Comisión Nacional de Servicio Civil CNSC y en tal virtud dar correcta aplicación del artículo 
29 del Decreto Ley 71 de 2020 y el mismo inciso segundo del artículo 20 del Acuerdo No. 
CNT2022AC000008 del 29 de diciembre de 2022, proferido por la CNSC a fin de proteger 
mis derechos fundamentales.  

8. Se Ordene a la Comisión Nacional de Servicio Civil y la Universidad Área Andina llamarme a 
la fase II del concurso de méritos DIAN 2022, dentro de la OPEC 198369 y con esto se evite 
un daño irremediable que atente contra mis derechos fundamentales.  

9. Se Ordene a la Comisión Nacional de Servicio Civil y la Universidad Área Andina me 
entreguen de manera detallada el informe de cada uno de los puntajes ysu orden, inclusive 
en condiciones de empate del empleo ofertado en la OPEC 198369. 
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10. Se Ordena a la Comisión Nacional de Servicio Civil y la Universidad Área Andina me informen 
de manera precisa cual es mi posición, contando inclusive en condiciones de empate, 
respecto de mi puntaje obtenido para la oferta pública del empleo DIAN 2022 con OPEC 
198369. 

11. Se Publique y se haga de conocimiento al público la solicitud de amparo de estos derechos 
fundamentales para que las demás partes interesadas, en especial los demás ciudadanos a 
quienes de igual manera se les está vulnerando sus derechos, puedan presentar la 
respectiva reclamación.  

VI. PRUEBAS. 
 

1. Constancia de inscripción 
2. Notificación de citación 
3. Resultados del examen  
4. ACUERDO № CNT2022AC000008 y demás 

 
VII. JURAMENTO 

Bajo la gravedad de juramento manifiesto que no he interpuesto ninguna otra 
acción de tutela respecto de los mismos hechos y derechos que dieron origen 
a la presente demanda tutelar que conoce su Despacho. 

VIII. PARTES Y NOTIFICACIONES.  

ACCIONANTE:  
 
GINA CAROLINA TELLEZ GARAVITO 
CLL 7 # 87 B 70 SAN PEDRO DE CASTILLA 
3132436166 
CAROLTELLEZ55@GMAIL.COM 
 
ACCIONADA:  
COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL (CNSC) 

 

 

 

 


